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Administración no exprese las razones para imponerla 
por encima del mismo– que el propio órgano judicial había 
empleado en casos precedentes.

6. Llegados a este punto debemos fijar, con arreglo a 
lo dispuesto en el artículo 55 LOTC, el alcance del amparo 
otorgado, atendiendo a la peculiaridad que concurre en los 
amparos de naturaleza mixta.

Según ha quedado expuesto, hemos rechazado que se 
haya producido la lesión del derecho a la presunción de 
inocencia del recurrente (art. 24.2 CE), único reproche diri-
gido en la demanda de amparo contra las resoluciones 
administrativas sancionadoras. En segundo lugar, hemos 
considerado innecesario el examen de la queja dirigida 
contra la Sentencia acerca de su incongruencia omisiva 
sobre la conculcación de la presunción de inocencia. Por el 
contrario, hemos apreciado que en el proceso judicial se ha 
vulnerado el derecho a la tutela judicial efectiva (art. 24.1 
CE), en su dimensión de derecho a obtener una resolución 
judicial congruente con las pretensiones deducidas en el 
propio proceso, referida a la petición de reducción del 
importe de la sanción en aplicación de los criterios fijados 
en el artículo 131.3 LPC, aspecto sobre el que este Tribunal 
no puede pronunciarse por ser ajeno a su competencia, lo 
que hace inevitable la retroacción de lo actuado en la vía 
ordinaria.

Por consiguiente, el amparo consistirá en el reconoci-
miento al recurrente de su derecho a la tutela judicial efec-
tiva, la anulación de la Sentencia y del Auto impugnados, y 
en ordenar la retroacción de las actuaciones, a fin de que 
se dicte nueva resolución respetuosa con el derecho funda-
mental reconocido, que se ciña exclusivamente a la refe-
rida cuestión de legalidad ordinaria, consistente en la pre-
tensión de reducción de la sanción, que con carácter 
subsidiario se formuló en el recurso contencioso-adminis-
trativo.

FALLO

En atención a todo lo expuesto, el Tribunal Constitucio-
nal, POR LA AUTORIDAD QUE LE CONFIERE LA CONSTITUCIÓN DE LA NACIÓN 
ESPAÑOLA,

Ha decidido

Estimar parcialmente el recurso de amparo presentado 
por don David Jiménez Gallardo y, en su virtud:

1.º Reconocer su derecho a la tutela judicial efectiva 
(art. 24.1 CE).

2.º Declarar la nulidad de la Sentencia del Juzgado de 
lo Contencioso-Administrativo núm. 1 de Córdoba, recaída 
el 6 de septiembre de 2004 en el recurso contencioso-
administrativo núm. 13-2004, así como del Auto de 21 de 
septiembre de 2004, de este mismo órgano judicial, por el 
que se desestima el incidente de nulidad de actuaciones 
promovido contra dicha Sentencia.

3.º Retrotraer las actuaciones al momento anterior al 
de dictarse sentencia, a fin de que se dicte nueva resolu-
ción respetuosa con el derecho fundamental reconocido, 
en los términos fijados en el fundamento jurídico 6.

4.º Desestimar la demanda en todo lo demás.

Publíquese esta Sentencia en el «Boletín Oficial del 
Estado».

Dada en Madrid, a diez de marzo de dos mil ocho.–
María Emilia Casas Baamonde.–Javier Delgado Barrio.–
Roberto García-Calvo y Montiel.–Jorge Rodríguez-Zapata 
Pérez.–Manuel Aragón Reyes.–Pablo Pérez Tremps.–Fir-
mado y rubricado. 

 6563 Sala Primera. Sentencia 41/2008, de 10 de 
marzo de 2008. Recurso de amparo 6914-2004. 
Promovido por Orton, S. A., respecto a la Sen-
tencia de la Audiencia Provincial de Madrid 
que estimó su recurso de apelación en litigio 
civil por reclamación de cantidad.

Vulneración del derecho a la tutela judicial 
(reforma peyorativa): alteración de los intere-
ses legales en perjuicio del único apelante.

La Sala Primera del Tribunal Constitucional, com-
puesta por doña María Emilia Casas Baamonde, Presi-
denta; don Javier Delgado Barrio, don Roberto García-
Calvo y Montiel, don Jorge Rodríguez-Zapata Pérez, don 
Manuel Aragón Reyes y don Pablo Pérez Tremps, Magis-
trados, ha pronunciado

EN NOMBRE DEL REY

la siguiente

SENTENCIA

En el recurso de amparo núm. 6914-2004, promovido 
por la entidad Orton, S. A., representados por la Procura-
dora de los Tribunales doña Aránzazu Fernández Pérez, 
bajo la dirección del Letrado don Pedro Jiménez Gutié-
rrez, contra la Sentencia de fecha 5 de octubre de 2004 
dictado por la Sección Décima de la Audiencia Provincial 
de Madrid en el rollo de apelación civil núm. 605-2003. Ha 
intervenido el Ministerio Fiscal. Ha sido Ponente el Magis-
trado don Roberto García-Calvo y Montiel, quien expresa 
el parecer de la Sala.

I. Antecedentes
1. Mediante escrito registrado en este Tribunal el día 

19 de noviembre de 2004, la Procuradora de los Tribunales 
doña Aránzazu Fernández Pérez, en nombre y representa-
ción de la entidad Orton, S. A., bajo la dirección del 
Letrado don Pedro Jiménez Gutiérrez, interpuso recurso 
de amparo contra la Sentencia que se menciona en el 
encabezamiento.

2. La demanda de amparo tiene su origen en los 
siguientes antecedentes:

a) En el juicio declarativo ordinario de menor cuantía 
núm. 443-1999, instado por don Fulgencio García Gonzá-
lez contra la entidad demandante de amparo se dictó 
Sentencia por el Juzgado de Primera Instancia núm. 34 de 
los de Madrid, condenando a la entidad demandada al 
pago de 18.030,36 euros, más los intereses legales causa-
dos desde la notificación de la Sentencia, hasta su com-
pleto pago, sin hacer expresa condena en costas.

b) Interpuesto recurso de apelación por la entidad 
demandante de amparo, la Sección Décima de la Audien-
cia Provincial de Madrid dictó Sentencia, de fecha 5 de 
octubre de 2004, revocando la Sentencia de instancia, 
condenado a la entidad demandada y ahora demandante 
de amparo a satisfacer la cantidad de 6.000 euros y los 
intereses legales de dicha cantidad desde la interpelación 
judicial, sin especial pronunciamiento respecto de las costas.

3. La entidad recurrente aduce en su demanda de 
amparo que la resolución impugnada ha vulnerado su 
derecho a la tutela judicial efectiva (art. 24.1 CE), en su 
manifestación de reformatio in peius ya que, pese a haber 
sido recurrente en apelación, la Sentencia dictada en 
segunda instancia agravó considerablemente la condena 
que le había sido impuesta por el órgano jurisdiccional 
a quo, al haber establecido aquélla unos intereses legales 
más gravosos que los que había determinado el Juzgado 
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de instancia. Así, la Sentencia de instancia condena a la 
entidad demandante a pagar los intereses legales causa-
dos desde la notificación de la Sentencia hasta su com-
pleto pago, mientras que la Sentencia de apelación le 
condena al pago de dichos intereses desde la interpela-
ción judicial.

4. La Sección Segunda de este Tribunal, por provi-
dencia de 25 de enero de 2007, acordó la admisión a trá-
mite de la demanda de amparo y dirigir atenta comunica-
ción a los órganos judiciales competentes para la remisión 
de copia testimoniada de las actuaciones y el emplaza-
miento a quienes hubieran sido parte en este procedi-
miento para que pudieran comparecer en el mismo.

5. Por diligencia de ordenación de la Secretaría de 
Justicia de la Sala Primera de 11 de mayo de 2007 se 
tuvieron por recibidos los testimonios de las actuaciones 
y, a tenor del art. 52 LOTC, se acordó dar vista de las 
actuaciones al Ministerio Fiscal y a las partes personadas 
por plazo común de veinte días para que pudieran presen-
tar las alegaciones que estimasen pertinentes.

6. El Ministerio Fiscal, por escrito registrado el 22 de 
junio de 2007, presentó sus alegaciones interesando el 
otorgamiento del amparo solicitado.

Alega el Fiscal, tras dictar la doctrina constitucional 
sobre la reforma peyorativa, que dicha doctrina es trasla-
dable al caso, en el que se ha empeorado la situación del 
demandante a consecuencia de su propio recurso sin 
petición de la contraparte en el sentido sentenciado. A 
tales efectos, considera el Fiscal que no deben confun-
dirse las sumas correspondientes a principal y a intere-
ses, computando el total y considerando que ello no 
excede de la cantidad otorgada en primera instancia. Tam-
poco entiende que la imposición de unos intereses más 
altos y más gravosos entre dentro de las facultades del 
órgano judicial como inherentes al «orden público», por 
no participar de esta naturaleza como lo sería, por ejem-
plo, el concepto de costas. Y esto es así porque la petición 
de intereses, en su cuantía y en su fecha de inicio de 
devengo está sometida al principio dispositivo, propio del 
proceso civil, sin que, por ello, el Tribunal pueda decidir 
sobre su fecha de devengo al margen de la solicitud de la 
parte, máxime cuando esta cuestión no se deriva de nin-
gún precepto taxativo de la LEC y es sumamente contro-
vertida en la jurisprudencia.

Por ello, al asumir el Tribunal poderes de oficio sobre 
una parte disponible de la pretensión está vulnerando el 
principio de incongruencia y, derivadamente, el de pros-
cripción de la reforma peyorativa. Dicho esto, el efecto del 
amparo debe ser el de anulación de la Sentencia y el dic-
tado de otra que sea respetuosa con el derecho de tutela 
judicial efectiva del recurrente en su derivación de prohi-
bición de reformatio in peius.

7. La Procuradora Sra. Fernández Pérez no ha presen-
tado alegaciones.

8. Por providencia de fecha de 6 de marzo de 2008 se 
señaló para deliberación y votación de la presente Sen-
tencia el 10 del mismo mes y año.

II. Fundamentos jurídicos
1. La entidad demandante de amparo pretende hacer 

valer su derecho a la tutela judicial efectiva (art. 24.1 CE), 
cuya vulneración imputa a la Sentencia de apelación recu-
rrida en la medida en que aumentó el quantum de los 
intereses legales que habían sido establecidos por el 
Juez, en virtud únicamente de su propio recurso de apela-
ción. Procede analizar si en el caso que nos ocupa ha 
existido, por este motivo, lesión del derecho fundamental 
a la tutela judicial de la recurrente.

2. Conviene recordar que, en un cuerpo de doctrina 
ya bien consolidado, este Tribunal ha ido delimitando el 

concepto de reforma peyorativa al referirlo a una incon-
gruencia que lesiona el derecho a la tutela judicial efec-
tiva. Así, en la reciente STC 204/2007, de 24 de septiembre, 
FJ 3, con cita de las SSTC 50/2007, de 12 de marzo, y 
87/2006, de 27 de marzo, recogíamos la doctrina sentada 
al respecto, recordando que:

«[E]n la STC 310/2005, de 12 de diciembre, FJ 2, la 
denominada reforma peyorativa tiene lugar cuando la 
parte recurrente, en virtud de su propio recurso, ve 
empeorada o agravada la situación jurídica creada o 
declarada en la resolución impugnada, de modo que 
lo obtenido con la decisión judicial que resuelve el 
recurso es un efecto contrario al perseguido por el 
recurrente, que era, precisamente, eliminar o amino-
rar el gravamen sufrido con la resolución objeto de 
impugnación (SSTC 9/1998, de 13 de enero, FJ 2; 
232/2001, de 10 de diciembre, FJ 5) … Desde las prime-
ras resoluciones de este Tribunal hemos afirmado que 
la prohibición de la reforma peyorativa, aunque no 
esté expresamente enunciada en el art. 24 CE, tiene 
una dimensión constitucional, pues representa un 
principio procesal que forma parte del derecho a la 
tutela judicial efectiva a través del régimen de garan-
tías legales de los recursos, que deriva, en todo caso, 
de la prohibición constitucional de indefensión (entre 
otras, SSTC 54/1985, de 18 de abril, FJ 7; o 28/2003, de 
10 de febrero, FJ 3). Es, además, una proyección de la 
congruencia en el segundo o posterior grado jurisdic-
cional, que impide al órgano judicial ad quem exceder 
los límites en que esté planteado el recurso, acor-
dando una agravación de la Sentencia impugnada que 
tenga origen exclusivo en la propia interposición de 
éste (STC 17/2000, de 31 de enero, FJ 4) pues, de admi-
tirse que los órganos judiciales pueden modificar de 
oficio en perjuicio del recurrente la resolución por él 
impugnada, se introduciría un elemento disuasorio 
para el ejercicio del derecho a los recursos legalmente 
establecidos en la ley, incompatible con la tutela judi-
cial efectiva que vienen obligados a prestar los órga-
nos judiciales (SSTC 114/2001, de 7 de mayo, FJ 4; 
28/2003, de 10 de febrero, FJ 3). Así pues, la reforma 
peyorativa sólo adquiere relevancia constitucional en 
tanto se manifiesta como forma de incongruencia 
determinante de una situación de indefensión (entre 
otras, SSTC 15/1987, de 11 de febrero, FJ 3; o 241/2000, 
de 16 de octubre, FJ 3). En tal sentido, hemos adver-
tido, no obstante, que no cualquier empeoramiento de 
la situación inicial del recurrente es contrario al dere-
cho a la tutela judicial efectiva del art. 24.1 CE, sino 
sólo aquél que resulte del propio recurso del recu-
rrente, sin mediación de pretensión impugnatoria de 
la otra parte, y con excepción del daño que derive «de 
la aplicación de normas de orden público, cuya recta 
aplicación es siempre deber del Juez, con independen-
cia de que sea o no pedida por las partes» (SSTC 
15/1987, de 11 de febrero, FJ 3; 40/1990, de 12 de 
marzo, FJ 1; 153/1990, de 15 de octubre, FJ 4; y 
241/2000, de 16 de octubre, FJ 2)».

3. La aplicación de la anterior doctrina al supuesto 
ahora sometido a nuestra consideración permite consta-
tar que, en efecto, la situación del demandante de amparo 
empeoró como consecuencia de la estimación parcial de 
su recurso de apelación.

En efecto. En el presente recurso de amparo se pue-
den comprobar los siguientes extremos: 1) La Senten-
cia de instancia condenó a la entidad demandada al 
pago de 18.030,36 euros, más los intereses legales cau-
sados desde la notificación de la Sentencia, hasta su 
completo pago; 2) El único litigante que interpuso 
recurso de apelación contra dicha resolución fue el hoy 
recurrente de amparo, habiéndose conformado la otra 
parte, quien no recurrió la Sentencia de instancia ni se 
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adhirió al recurso; 3) La Audiencia Provincial estimó par-
cialmente el recurso de apelación, revocó la Sentencia 
de instancia y condenó a la entidad demandada y ahora 
demandante de amparo a satisfacer la cantidad de 
6.000 euros y los intereses legales de dicha cantidad 
desde la interpelación judicial.

La Audiencia actuó de esta forma, según ampliamente 
expone en el fundamento jurídico 20 de la Sentencia de 
apelación, como cuestión de legalidad ordinaria, desde el 
análisis de las circunstancias concurrentes en el caso con-
trovertido atendiendo a una razón de justicia sobre la 
equivalencia de las prestaciones que evite situaciones de 
desequilibrio económico que puedan ser buscadas por la 
parte renuente al pago, como un medio de dilatarlo con 
beneficio.

Sin embargo, lo cierto es que al actuar así la Audiencia 
no se apercibió que perjudicaba la situación de la entidad 
apelante desde el momento que condujo a la imposición 
de unos intereses legales más altos de los que habían 
sido reconocidos en la Sentencia del Juez. Por lo que este 
empeoramiento de la situación de la entidad recurrente 
en virtud únicamente de su recursos de apelación, inter-
puesto, como es natural, con la intención de obtener un 
beneficio y no un perjuicio, ha supuesto una reforma 
peyorativa por la respuesta que el órgano judicial ha dado 
a la pretensión de una de las partes del proceso y, en con-
secuencia, la existencia de la lesión del derecho funda-
mental a la tutela judicial efectiva, del que se ha quejado, 
con razón, la demandante de amparo.

4. Lo hasta ahora expuesto conduce a la estimación 
del recurso de amparo, restando determinar el alcance de 
esta estimación. A este respecto, el restablecimiento de la 
sociedad demandante en su derecho fundamental violado 
obliga a anular la Sentencia recaída en apelación en el 
único punto relativo a la determinación de los intereses 
legales y retrotraer las actuaciones al momento en que se 
dictó para que en ella sea declarada la firmeza de la dic-
tada por el Juez en dicho extremo, dejando subsistentes 
los demás pronunciamientos de la Sentencia dictada en 
apelación.

FALLO

En atención a todo lo expuesto, el Tribunal Constitu-
cional, POR LA AUTORIDAD QUE LE CONFIERE LA CONSTITUCIÓN DE LA 
NACIÓN ESPAÑOLA,

Ha decidido

Otorgar el amparo solicitado por la entidad Orton, S. A., 
y, en su virtud:

1.º Reconocer su derecho a la tutela judicial efectiva 
sin padecer indefensión (art. 24.1 CE).

2.º Declarar la nulidad de la Sentencia de fecha 5 de 
octubre de 2004 dictado por la Sección Décima de la 
Audiencia Provincial de Madrid en el único punto relativo 
a la determinación de los intereses legales.

3.º Retrotraer las actuaciones al momento de dic-
tarse la Sentencia parcialmente anulada para que en ella 
sea declarada la firmeza de la dictada por el Juez en dicho 
extremo, dejando subsistentes los demás pronuncia-
mientos de la Sentencia dictada en apelación.

Publíquese esta Sentencia en el «Boletín Oficial del 
Estado».

Dada en Madrid, a diez de marzo de dos mil ocho.–
María Emilia Casas Baamonde.–Javier Delgado Barrio.–
Roberto García-Calvo y Montiel.–Jorge Rodríguez-Zapata 
Pérez.–Manuel Aragón Reyes.–Pablo Pérez Tremps.–Fir-
mado y rubricado. 

 6564 Sala Segunda. Sentencia 42/2008, de 10 de 
marzo de 2008. Recurso de amparo 3482-2005. 
Promovido por don Ramón Cremades Navarro 
respecto a los Autos del Juzgado de Vigilancia 
Penitenciaria de Alicante que desestimaron su 
recurso contra el centro penitenciario de Ali-
cante por sanción disciplinaria.

Supuesta vulneración del derecho a la asisten-
cia letrada: alcance de la garantía en el proce-
dimiento de disciplina penitenciaria; petición 
de asesoramiento no formulada por el recluso 
en forma.

La Sala Segunda del Tribunal Constitucional, com-
puesta por don Guillermo Jiménez Sánchez, Presidente; 
don Vicente Conde Martín de Hijas, doña Elisa Pérez Vera, 
don Eugeni Gay Montalvo, don Ramón Rodríguez Arribas 
y don Pascual Sala Sánchez, Magistrados, ha pronun-
ciado

EN NOMBRE DEL REY
la siguiente

SENTENCIA

En el recurso de amparo núm. 3482-2005, promovido 
por don Ramón Cremades Navarro, representado por el 
Procurador de los Tribunales don Ángel Luis Rodríguez 
Velasco y asistido por el Letrado don Carlos Cabrera Saiz, 
contra los Autos del Juzgado de Vigilancia Penitenciaria 
de Alicante de 14 de marzo y 14 de abril de 2005, recaídos 
en el expediente penitenciario núm. 914-2005, dimanante 
del expediente disciplinario núm. 118-2005 del Centro 
Penitenciario de Cumplimiento de Alicante. Han compare-
cido y formulado alegaciones el Abogado del Estado y el 
Ministerio Fiscal. Ha actuado como Ponente el Magistrado 
don Vicente Conde Martín de Hijas, quien expresa el pare-
cer de la Sala.

I. Antecedentes

1. Mediante escrito presentado en la oficina de 
correos el día 13 de mayo de 2005, registrado en este Tri-
bunal el día 16 siguiente, don Ramón Cremades Navarro 
solicitó la designación de Abogado y Procurador del turno 
de oficio para interponer recurso de amparo contra las 
resoluciones judiciales a las que se ha hecho mención en 
el encabezamiento de esta Sentencia.

Dirigidas las correspondientes comunicaciones a los 
Colegios de Abogados y Procuradores de Madrid, por dili-
gencia de ordenación de la Secretaría de la Sala Segunda 
del Tribunal Constitucional, de 26 de septiembre de 2005, 
se tuvo por designados como Abogado y Procurador a 
don Carlos Cabrera Saiz y a don Ángel Luis Rodríguez 
Velasco, respectivamente, se les comunicó a los mismos 
y al recurrente en amparo su designación, y se entregó al 
expresado Procurador copia de los escritos presentados 
para que los pasara al referido Abogado, a fin de que for-
malizase la demanda de amparo en el plazo de veinte días 
con sujeción a lo dispuesto en el art. 49 LOTC, o, en el 
caso de que estimara insostenible el recurso o de falta de 
documentación, se atuviese a lo dispuesto en los arts. 32 
y 33 de la Ley Orgánica 1/1996, de 10 de enero, de asisten-
cia jurídica gratuita, poniéndolo en conocimiento de este 
Tribunal.

2. La demanda de amparo fue formalizada mediante 
escrito presentado en el Registro General de este Tribunal 
el día 24 de octubre de 2005, en el que se contiene la 
siguiente relación de antecedentes fácticos:


